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1.- Introducción
Desde el cambio de gobierno, en diciembre de 2015, ha tomado una fuerza inusitada la convicción de que la Argentina no crecerá, ni se desarrollará, si no se produce una profunda reforma que rebaje la carga tributaria y que logre un sistema impositivo que sea más equitativo y que mejore la competitividad a nivel internacional
.

La idea se ha generalizado y es defendida desde todos los sectores: la academia, las instituciones profesionales que representan a los graduados con especialidad en materia tributaria, los analistas políticos, las agrupaciones que reúnen a economistas,  los sindicatos , las cámaras empresarias, los medios, los partidos de la oposición  y hasta el propio gobierno. El Presidente de la Nación, recientemente ha expresado que los impuestos: “Son como una mochila que nos está hundiendo"
. 

La necesidad de la mentada reforma tributaria ha tomado contornos inesperados a punto tal que, en algunas oportunidades, se sobredimensiona  el impacto de los efectos beneficiosos que tendría su consumación, minimizando otros factores que desalientan el desarrollo de las actividades económicas: la incertidumbre  respecto de las medidas macroeconómicas que se implementarán a largo plazo , los cambios constantes en el  escenario político,  la falta de infraestructura que perjudica a todos en general y especialmente a las economías regionales, el incremento de las tarifas de  los servicios públicos, las barreras burocráticas que desalientan al inversor, la dificultad para endeudarse a tasas razonables, la inflación de dos dígitos,  entre otros.
Mientras se espera con ansias que la reforma tributaria se ejecute se escuchan diversas opiniones respecto de sus alcances.  El debate se centra en definir tres ejes fundamentales: qué modificar, cómo hacerlo  y cuándo  implementarlo. Paralelamente, la opinión se ha dividido entre aquellos que consideran que solo con el crecimiento económico se arribará a un sistema tributario más equitativo y los que sostienen que con impuestos distorsivos no se logrará el crecimiento esperado. Es decir, la disyuntiva transcurre en decidir si “primero el huevo o primero la gallina”. Además,  tampoco resulta muy acertado aspirar a disminuir la carga tributaria en un periodo de déficit fiscal, cuando los recursos provenientes de los impuestos deben ser protegidos diligentemente.  

Finalmente, la cuestión se formalizó mediante la sanción de una ley originada en  un proyecto remitido por el Poder Ejecutivo al Congreso de la Nación. La Ley Nº 27260
, Programa Nacional de Reparación Histórica para Jubilados y Pensionados, incluyó en su Título VI la creación de una Comisión Bicameral para la Reforma Tributaria integrada por quince (15) diputados y quince (15) senadores, elegidos por sus respectivos Cuerpos respetando la pluralidad y proporcionalidad en la composición de los distintos bloques políticos …”(artículo 77).

La Comisión tiene por objeto analizar y evaluar las propuestas de reforma del sistema tributario nacional que elabore y remita el Poder Ejecutivo nacional, orientado a:

 a) Fortalecer la equidad de la presión tributaria;

 b) Profundizar su progresividad;

 c) Simplificar su estructura y administración;

 d) Fortalecer la complementariedad y coordinación federal;

 e) Propender al establecimiento gradual de las reformas, dotando de mayor previsibilidad a la acción del Estado en la materia en función de reducir los grados de incertidumbre del contribuyente.

El Poder Ejecutivo debe remitir el o los proyectos de reforma al sistema tributario nacional que propone, a la mencionada Comisión Bicameral, dentro de los 365 días corridos a partir de su constitución
. Como colofón de la tarea, la Comisión
 deberá elevar un informe final a ambas Cámaras, detallando lo actuado y proponiendo un plan de implementación legislativa de las reformas que recomiende en orden a los objetivos de su creación (artículo 79).
Lograr el consenso necesario para aprobar la reforma no será simple, sobre todo si tenemos en cuenta que la discusión versará sobre impuestos que son coparticipables y que representan la mayor fuente de financiamiento de las provincias y la CABA. Se ensaya la idea de introducir modificaciones graduales al sistema tributario actual, que serán cumplidas en base a un cronograma que las dosifique y las haga más realizables. Se esperan los cambios a partir de 2018.

La reforma tributaria en curso solo abarcará los impuestos nacionales y no abordará la tributación local. Es decir, los tributos de las provincias, de la CABA y de los más de 2000 municipios, que deben obtener sus propios recursos como consecuencia de coexistir en una “república representativa federal”. 

No obstante, se ha anunciado que desde el Ministerio de Hacienda y desde el Ministerio del Interior, Obras Públicas y Vivienda, se está trabajando con las provincias y la CABA, para lograr arribar a la reforma de los impuestos locales mediante la suscripción de acuerdos, en el marco una nueva Ley de Responsabilidad Fiscal Federal .  
El Impuesto sobre los Ingresos Brutos es el más cuestionado, pero es el que suministra mayor recaudación a las provincias y la CABA representando, en algunos casos, el 75% de los recursos tributarios propios.
2.- El Impuesto sobre los Ingresos Brutos: antecedentes y características 

A fines de la década de los 40 llega a la Provincia de Buenos Aires el Impuesto a las Actividades Lucrativas, antecedente y punto de partida que nos conduce al Impuesto sobre  los Ingresos Brutos en su versión actual, muy diferente a su estructura original.

En el viejo impuesto legislado en el Código Fiscal de la Provincia de Buenos Aires, la base imponible estaba formada por los ingresos brutos del año anterior y la  alícuota era 0,4%. Con el paso del tiempo y en virtud de la necesidad de las provincias de aumentar la recaudación, se fueron incrementando las alícuotas y se aplicaron sobre los ingresos brutos del periodo corriente. En 1974 se anunció su derogación ante la aparición del Impuesto al Valor Agregado – IVA-,  pero en realidad nunca fue abandonado totalmente por los fiscos provinciales y en 1977 reapareció con su denominación actual: “Impuesto sobre los Ingresos Brutos” .

El Impuesto sobre los Ingresos Brutos grava el desarrollo de las actividades económicas  que se ejercen en la jurisdicción en forma habitual y a título oneroso – lucrativo o no- , cualquiera sea la naturaleza del sujeto que la preste, incluidas las sociedades cooperativas, y el lugar donde se realicen (zonas portuarias, espacios ferroviarios, aeródromos y aeropuertos, terminales de transporte, edificios y lugares de dominio público y privado y todo otro de similar naturaleza). 

Las características propias del tributo lo tiñen de efectos económicos nocivos. Es un impuesto distorsivo que afecta las decisiones de los agentes económicos. Es notoria su incidencia en el precio final  de las mercaderías y servicios por tratarse de un tributo plurifásico y en cascada que, al ser trasladable, termina percutiendo con mayor fuerza en los últimos eslabones de la cadena de comercialización y en los consumidores finales. Además, a la hora de exportar no permite efectuar ajustes en la frontera (reintegro) ya qué se desconoce que porción del precio es impuesto, de modo tal que en forma conjunta con el bien se  exporta el tributo afectando la competitividad de la Argentina en los mercados del mundo.

En la década de los 90, en virtud de lo ya expresado, fuertemente cuestionado, se planteó insistentemente su sustitución. Varias fueron las opciones  que en aquel momento, originadas en la doctrina, se barajaron para efectuar el reemplazo. Cada una de ellas presentaba ventajas y desventajas respecto de las bondades del  impuesto vigente, que se sustenta en su fácil administración  y su significativa recaudación.
3.- Algunas propuestas para su sustitución: Breve enunciación 
Excede  el alcance de este trabajo analizar en profundidad las iniciativas que, hace 25 años, se consideraron como opciones viables para la sustitución. Sin embargo, aquellas propuestas hoy reverdecen a la luz de una reforma que pretende bajar la carga tributaria poniendo especial énfasis en disminuir los efectos distorsivos de los impuestos que desalientan el desarrollo de las actividades económicas. Es por ello que resulta de actualidad repasar los aspectos salientes de las opciones de reemplazo, que otrora, contaron con más adhesiones.

3.1 Modalidades del IVA Subnacional

Numerosos autores han analizado la posibilidad de implementación de un IVA, aplicado por las provincias y la CABA, a las ventas y a las locaciones de servicios, como sustitución del Impuesto sobre los Ingresos Brutos
.
Una de las cuestiones fundamentales a la hora de diseñar el IVA provincial es decidir si el nuevo impuesto será del tipo: “IVA origen” o “IVA destino”
. Es decir,  si el tributo a los bienes y servicios se aplicará en la jurisdicción de origen o en la de destino. Cada tipo enunciado presenta ventajas y desventajas. Como cuestión preliminar debería definirse con certeza qué entendemos por jurisdicción de origen y por jurisdicción de destino.

Lógicamente, cuando las operaciones se lleven a cabo íntegramente en una única jurisdicción no se presentará ningún tipo de problemas. Pero, las operaciones interjurisdiccionales deben gozar de un tratamiento diferencial teniendo en cuenta que, en virtud del tipo elegido, será una u otra provincia la que pueda ejercer su potestad tributaria. En consecuencia, deberá analizarse minuciosamente el impacto que tendrá la decisión en la composición de los recursos propios locales.

3.1.1 El “IVA  subnacional” - Principio de destino
Este tipo tributario garantiza que el impuesto se aplique en el lugar de destino de los bienes y servicios que, en general, coincide con el lugar de consumo. Entonces, esta modalidad necesita que se apliquen “ajustes de frontera”. 

Es decir, que se le reintegre al exportador la incidencia del impuesto para que el producto salga de la jurisdicción de origen libre de impuestos, ya que tributará en la jurisdicción de destino. A estos efectos, se necesita la intervención de algún tipo de control aduanero que podría colisionar con el mandato constitucional de abolir las aduana interiores.

3.1.2 El “IVA subnacional”- Principio de origen
Este tipo simplifica la aplicación del tributo ya que elimina la necesidad de efectuar los “ajustes de frontera”.  El importador tributa, únicamente,  en la jurisdicción de origen. Las ventas interjurisdiccionales  estarán gravadas con la alícuota vigente en la jurisdicción del vendedor. En este caso, es irrelevante el lugar de residencia del comprador.

Siguiendo a Piffano
, el tratamiento del crédito fiscal admite diferentes criterios y subtipos como: el IVA Provincial Origen “Puro” (las importaciones no son gravadas ni generan crédito fiscal. Se gravan las exportaciones) y el IVA Provincial Origen “Modificado” (las exportaciones son gravadas y las importaciones no. Pero a diferencia del caso anterior, ellas generan crédito fiscal en destino).
3.2 Sistema de IVAs Provinciales
Esta propuesta plantea la sustitución del Impuesto sobre los Ingresos Brutos por un “sistema de impuestos provinciales al valor agregado”, basado en el principio de destino. Estos IVAs provinciales tendrían la misma base imponible que el IVA nacional, pero cada provincia podría definir su propia alícuota. No obstante, la potestad para determinar la base imponible y otorgar exenciones la conservaría, en forma exclusiva, la Nación.
Según los autores
 podrían existir diferentes tasas en los IVAs provinciales, sin que ello provocara distorsiones sobre las decisiones de localización de las actividades económicas, ya que el principio de destino “permitiría aunar la neutralidad de la imposición provincial con la preservación de la autonomía fiscal provincial”. Se propone asimismo, que el  principio de destino se instrumente a través del mecanismo de "pago diferido”, que tornaría innecesaria la realización de compensaciones de recaudación entre jurisdicciones. “En otros términos, el mecanismo de "pago diferido" permite que la asignación jurisdiccional de la recaudación coincida plenamente con lo que marca el principio de destino (la recaudación pertenece a la jurisdicción en que se produce el consumo final de los bienes), sin que medien transferencias ni compensaciones entre fiscos provinciales”.

Los impulsores de esta doctrina entienden que su propuesta tiene interesantes ventajas: 

“a) permitir que la imposición general al consumo se estructure sobre un mismo tipo de impuesto tanto a nivel nacional como provincial, con los beneficios que ello supone para el contribuyente (economía de tiempo y recursos) y para el fisco (por las posibilidades ampliadas de fiscalización a que puede dar lugar la complementación de acciones de la administración tributaria nacional con las provinciales); b) por restringir las necesidades de coordinación a la ya citada uniformidad de base y al intercambio de información tributaria entre los fiscos provinciales y c) por permitir un tratamiento sencillo de las exportaciones e importaciones a terceros países que no requiere de compensaciones de dinero entre fiscos provinciales o entre éstos y el fisco nacional”
3.3 El IVA Compartido

Los autores de esta propuesta
 consideran que el Impuesto sobre los Ingresos Brutos podría sustituirse por un IVA compartido entre el nivel federal y el provincial. Coloquialmente denominado como “IVA mochila”, tiene dos alícuotas que se aplican sobre la misma base imponible: una para la Nación y otra para las provincias. Entonces, el comprador tendría dos créditos fiscales. Por lo tanto, debería realizar dos liquidaciones: una para la Nación y otra para la provincia donde reside.
En el caso de ventas interjurisdiccionales la Nación debería percibir ambas alícuotas. El bien sale libre de impuestos provinciales del Estado de origen, pero gravado por el gobierno federal con la alícuota total. De esta forma se equipararía la carga tributaria de los bienes que se consumen en una única jurisdicción y de aquellos que se envían extra muros para ser consumidos en otra. Al producirse la primera venta, en el estado de destino, cada Estado percibirá su impuesto utilizando la alícuota que le corresponda. El crédito fiscal será: para el gravamen federal con la alícuota total (con lo cual disminuirá el impuesto nacional a ingresar por el valor agregado en esta jurisdicción), y será del 0% para la provincia de destino, de forma tal que se  incrementará el impuesto a pagar a esta jurisdicción.

“Cabe resaltar que por la aplicación de este método el Estado Nacional no obtiene mayores ingresos que a través de la metodología de liquidación actual, sino que en su rol de "intermediario", entre el estado donde se produce y el estado donde se consume, lo que recauda en exceso primero lo deja de recaudar después”.
Es condición para la aplicación del IVA compartido que exista una ley nacional que establezca los elementos que caractericen al tributo: objeto, sujetos, base imponible, exenciones.  Una alícuota a nivel nacional uniforme y la tasa de acrecentamiento para las ventas interjurisdiccionales. Además, cada provincia debe sancionar su propia ley del gravamen y establecer la alícuota local tratando de armonizar con la ley nacional las cuestiones fundamentales del tributo, a los efectos de simplificar su implementación.
3.4 El Impuesto “Bietápico” a las Ventas Mayoristas- Minoristas
Una forma de disminuir los efectos económicos distorsivos, propios de las características plurifásicas del Impuesto sobre los Ingresos Brutos, se lograría  alcanzando con el tributo sólo algunas de las etapas y dejando otras fuera del ámbito de imposición o tomando el impuesto pagado en una etapa como pago a cuenta de otra etapa. La propuesta comentada sugiere tomar el pago del impuesto a nivel mayorista como pago a cuenta del impuesto a pagar por el nivel minorista
.

4.- El Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento – Pacto Fiscal II

El 12 de agosto de 1993 el Presidente de la Nación y los Gobernadores suscribieron el denominado: “Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento” (Pacto Fiscal II). El fin perseguido era acordar: “la adopción de políticas uniformes que armonicen y posibiliten el logro de la finalidad común de crecimiento de la economía nacional y de reactivación de las economías regionales”
. 
Para arribar a esos logros las provincias y la Nación asumieron determinados compromisos. Las provincias debían disminuir la carga tributaria, implementando derogaciones y modificaciones en sus impuestos propios. Las medidas más relevantes fueron: 
· Derogar, en forma inmediata, el Impuesto de Sellos para la operatoria financiera y de seguros destinada a los sectores agropecuario, industrial, minero y de la construcción e ir abarcando gradualmente el resto de las operaciones y sectores, de la forma que determine cada provincia, antes del 30 de junio de 1995.

· También, se debían derogar en forma inmediata los Impuestos Provinciales específicos que gravan la Transferencia de Combustible, Gas, Energía Eléctrica y los Impuestos que gravan los Intereses de Depósitos a Plazo Fijo y en Caja de Ahorro, a los Débitos Bancarios, y gradualmente todos aquellos que graven la Nómina Salarial, completando la derogación antes del 30 de junio de 1995.
· Se acordó modificar, a partir del 1º de enero de 1994, los Impuestos sobre la Propiedad Inmobiliaria, adecuando alícuotas y bases imponibles.
No obstante la importancia de los tópicos enunciados en los puntos anteriores, el compromiso provincial más significativo fue aceptar profundas modificaciones en el Impuesto sobre los Ingresos Brutos, que debían culminar con su sustitución.
En una primera etapa debían eximirse las siguientes actividades: 

· Producción primaria 
· Prestaciones financieras (Ley Nº 21.526)
· Compañías de capitalización y ahorro y de emisión de valores hipotecarios, las Administradoras de Fondos Comunes de Inversión y AFJP y Compañías de Seguros 
· Compraventa de divisas

· Producción de bienes (industria manufacturera), excepto los ingresos por ventas a consumidores finales que tendrán el mismo tratamiento que el sector minorista
· Prestaciones de servicios de electricidad, agua y gas, excepto para las que se efectúan en domicilios destinados a vivienda o casa de recreo o veraneo
· Construcción de inmuebles
Estas exenciones podían implementarse parcial y progresivamente, de acuerdo a lo que cada Provincia dispusiera, pero debían completarse antes del 30 de junio de 1995. 
Como colofón, en un plazo no mayor a tres años a partir de la firma del convenio,  una vez superado el período de transición y con un mayor control sobre la evasión, el Impuesto sobre los Ingresos Brutos debía ser sustituido por un impuesto general al consumo más neutral, que favoreciera la competitividad de la economía.
No obstante, poco después de su ratificación, el Pacto Fiscal II sufrió un duro revés. El “efecto tequila”, que impactó en las finanzas públicas argentinas hacia fines de 1994, obligó a suspender por un año el cumplimiento de las obligaciones tributarias a cargo de las provincias comprometidas en el Pacto, que se hallaban pendientes de implementación. Abandonado el régimen de convertibilidad a principios de 2002, muchas jurisdicciones volvieron a gravar aquellas actividades o materias que habían declarado exentas o con “alícuota cero”. Ello ha producido un “mapa asimétrico” de cumplimiento de las obligaciones tributarias a cargo de las provincias, lo cual ha dado lugar a reclamos de los contribuyentes en sedes administrativa y judicial
. Además, se generalizaron en forma desmedida los regímenes de percepción y luego se implementaron las retenciones sobre los créditos bancarios, cuestionadas desde diversos sectores. En conclusión, el Impuesto sobre los Ingresos Brutos “residual” que quedó como consecuencia de la aplicación frustrada del Pacto Fiscal II es, quizás, más distorsivo que la versión anterior que se trataba de mejorar.   
5.- Anteproyecto de Modificación del Impuesto sobre los Ingresos Brutos Propuesta del PEN
Para cumplir con la sustitución establecida en el Pacto Fiscal II, el Poder Ejecutivo Nacional (PEN) elaboró un: “Anteproyecto de Modificación del Impuesto sobre los Ingresos Brutos” Los Gobernadores que suscribieron el acuerdo se comprometieron a sustituir el Impuesto sobre los Ingresos Brutos residual (ya limitado por las modificaciones detalladas en el punto anterior), por un “Impuesto General al Consumo que tienda a garantizar la neutralidad tributaria y la competitividad de la economía” (sic).  

Para cumplir con estos objetivos era necesario eliminar el efecto en cascada del Impuesto sobre los Ingresos Brutos, que discrimina contra las firmas no integradas y exporta carga tributaria. Es por ello que el Anteproyecto del PEN eligió que el impacto del nuevo tributo recayera sobre el consumidor final, eximiendo a las ventas entre sujetos inscriptos. Sin desobligar totalmente, a estos últimos, ya que asumirían la responsabilidad de actuar como agentes de percepción, retención e información.

Se prefirió mantener el nombre del impuesto (Ingresos Brutos) para favorecer la aceptación de los fiscos y los contribuyentes, no generar desconfianza colectiva ante la aparición de un nuevo impuesto y evitar lagunas, imprecisiones o redundancias legislativas. Es decir, que la idea fue “honrar” al impuesto existente,  adaptando el hecho imponible para eliminar los efectos indeseados.

5.1 Síntesis de los aspectos fundamentales del Anteproyecto 

 5.1.1Palabras previas
Debemos hacer notar que el documento elaborado por el grupo de trabajo, dependiente del PEN
, aborda con detalle los elementos del nuevo tributo profundizando en el análisis de la técnica tributaria y de sus efectos económicos: ha redactado el texto completo de la ley. Recorre legislación y experiencias internacionales. Crea institutos de imprescindible aplicación. Contempla la cuestión interjurisdiccional y los posibles desequilibrios financieros que conlleva la reforma, proponiendo soluciones. Se refiere a las funciones que deben cumplir las administraciones tributarias involucradas, etcétera. En conclusión, y con independencia de las adhesiones que pueda lograr en los sectores académicos, técnicos y políticos,  es una propuesta de viable implementación.

A continuación, en apretada síntesis, expondremos algunos de los aspectos fundamentales del Anteproyecto citado. Haremos un breve resumen que, si bien minimiza el contenido total de la propuesta, tiene como objetivo brindar una visión global del mismo
.
5.1.2 El nuevo tributo

El nuevo tributo propuesto puede clasificarse como un impuesto a las ventas en suspenso, con impacto único en la etapa minorista. La filosofía que lo inspiró se resume de la siguiente manera:

· Eliminar el efecto cascada 
· Por cuanto discrimina contra las firmas no integradas, los productos exportables, etc. 
· Intentar que el impacto recaiga sobre el consumidor final, eximiendo a las ventas entre sujetos inscriptos
· La economía real no es vertical hacia abajo exclusivamente 
· Los sujetos inscriptos ,que no tributan, actúan como agentes de percepción, retención e información

· Aplicar un número mínimo de exenciones
· Con el fin de evitar problemas de interpretación y aplicación y para afianzar la equidad 
· Exenciones  bien limitadas y delineadas
· Separación claramente definida entre actividades gravadas y actividades exentas
· Luchar fuertemente contra la evasión para asegurar la recaudación en cabeza de los agentes de retención y percepción
· Incrementar el régimen de sanciones 
Es importante destacar que el documento elaborado por el grupo de trabajo dependiente de la Secretaría de Asistencia para la Reforma Económica Provincial, (Ministerio del Interior) además de contener el articulado de la ley, incluye  una serie de institutos que deben implementarse para arribar a los objetivos planteados. Ellos son:

· Ley de adhesión por parte de las provincias
· Modificación de la Ley de Coparticipación a fin de salvar al nuevo tributo de la analogía con el IVA
· Articulado completo del impuesto
· Sistema único de retenciones, percepciones e información
· Proyecto para un nuevo Convenio Multilateral
· Fondo compensador de desequilibrios financieros
A continuación desarrollaremos, en forma resumida, alguno de los puntos detallados en el párrafo anterior.

5.1.3 Estructura del Impuesto
El Proyecto de Ley del impuesto propuesto se compone de ocho capítulos, que contienen treinta y nueve artículos, según el siguiente detalle:

1. Hecho Imponible (art 1 al 8) 

2. Contribuyentes y Responsables (art. 9 al 16) 

3. Base Imponible (art. 17 al 25) 

4. Exenciones (art. 26/27) 

5. Facturación (art 28) 

6. Período Fiscal. Liquidación e Ingreso del Impuesto (art. 29 al 35)

7. Alícuotas (art. 36)

8. Disposiciones Complementarias (art. 37/39)
Hecho imponible

Comprende los arts. 1 a 8, inclusive

Art. 1.- Definición

El ejercicio habitual y a título oneroso en jurisdicción de la Provincia de… del comercio,industria, profesión, oficio, negocio, locaciones de bienes, obras o servicios, o de cualquier otra actividad a título oneroso -lucrativa o no-, cualquiera sea la naturaleza del sujeto que la preste, incluidas las cooperativas, y el lugar donde se realice (zonas portuarias, espacios ferroviarios, terminales de transporte, aeródromos y aeropuertos, edificios y lugares de dominio público y privado, y todo otro de similar naturaleza), estará gravado con un impuesto sobre los ingresos brutos provenientes de las operaciones o actividades realizadas con consumidores finales, en las condiciones que se determinan en los artículos siguientes y en la ley impositiva anual.

Se considera asimismo actividad gravada, la importación definitiva de cosas muebles efectuada por consumidores finales.

Se consideran también ingresos gravados aquéllos que se obtengan de actividades u operaciones realizadas con otros sujetos inscriptos, en los casos expresamente determinados en el Anexo I, que forma parte de la presente ley.

El art. 1º define al hecho imponible de forma similar al del Impuesto sobre los Ingresos Brutos. No obstante, introduce una modificación significativa que tiende a eliminar el efecto cascada, ya que se encuentra gravada la actividad, profesión, oficio, locaciones, etcétera, siempre que se realicen con un consumidor final. Además, se consideran como actividad gravada a las importaciones definitivas de cosas muebles, efectuadas por el consumidor final. 
El último párrafo del artículo, se refiere a algunos casos especiales en los que se encuentra gravada la actividad a pesar de ser efectuada entre sujetos inscriptos. Las actividades encuadradas en este tratamiento se incluyen en un Anexo.

Para este tipo tributario resulta de fundamental importancia definir el alcance de la expresión “consumido final”. El artículo 2º  establece  que: “A los fines de la presente ley serán considerados consumidores finales quienes adquieran o tomen en locación bienes, obras o servicios para su uso o consumo privados.

Los sujetos exentos como así aquellos cuyas actividades estén exentas del presente impuesto, se hallen o no inscriptos,   serán considerados como consumidores finales.

Toda operación o actividad gravada se presumirá realizada con un consumidor final, a menos que el adquirente o locatario acredite su condición de inscripto, mediante la exhibición del certificado u otra constancia que con ese fin expedirá la Dirección General de Rentas”.

Contribuyentes y Responsables 

Artículos art. 9 al 16 

Establece tres tipos de sujetos bien diferenciados: Sujetos inscriptos; Contribuyentes y  Agentes de retención, percepción e información
Art. 9.- Sujetos inscriptos 
Quienes ejerzan habitualmente y a título oneroso en jurisdicción de la Provincia de..., comercio, industria, profesión, oficio, negocio, locaciones de bienes, obras o servicios, o cualquier otra actividad a título oneroso -lucrativa o no-, cualquiera sea la naturaleza del sujeto que la preste, incluidas las cooperativas, y el lugar en donde se realice (zonas portuarias, espacios ferroviarios, aeródromos y aeropuertos, terminales de transporte, edificios y lugares de dominio público y privado y todo otro de similar naturaleza), estarán obligados a inscribirse en el registro que al efecto habilite la Dirección General de Rentas.

Idéntica obligación tendrán aquéllos que se encuentren exentos o cuyas actividades estén exentas.
Art. 10.- Contribuyentes. Definición

Son contribuyentes de este impuesto las personas físicas, sociedades con o sin personería jurídica, sucesiones indivisas y demás entes que realicen las operaciones o actividades gravadas.

Art. 11.- Agentes de retención, percepción e información

Las personas físicas, sociedades con o sin personería jurídica, el Estado Nacional, los estados provinciales y municipales y las comunas, así como sus dependencias, autárquicas o descentralizadas y, en general, toda entidad (aún las jurídicamente independientes que integren un mismo conjunto económico), persona o funcionario público que intervenga en operaciones o actos de los que deriven o puedan derivar ingresos alcanzados por el impuesto, deberán actuar como agentes de retención o de percepción, en el tiempo y forma que establezca la Dirección General de Rentas.

De igual modo, podrá establecer que los sujetos inscriptos, contribuyentes, responsables o terceros actúen como agentes de información, ya sea con carácter general o bien con referencia a determinados actos, hechos, operaciones o actividades gravadas, por razones de control del cumplimiento de las obligaciones fiscales.

A los fines dispuestos en los párrafos precedentes, los responsables deberán conservar y facilitar a cada requerimiento oficial, los documentos o registros contables que de algún modo se refieran a las actividades gravadas, y sirvan de comprobantes de veracidad de los datos consignados en las respectivas declaraciones juradas.

Base Imponible y periodo fiscal
Artículos 17 a 25

Art. 17.- Constitución de la base imponible

La base imponible para la determinación del impuesto estará constituida por el monto total de los ingresos brutos devengados durante el período fiscal por el ejercicio de la actividad gravada, salvo disposición expresa en contrario.

Art. 18.- Concepto de ingresos brutos

Se consideran ingresos brutos el valor o monto total –expresado en valores monetarios, en especie o en servicios- devengados por la venta de bienes, prestaciones de servicios, locaciones, regalías, intereses y, en general, el de las operaciones o actividades realizadas.

Se mantiene la base imponible y el periodo fiscal del Impuesto sobre los Ingresos Brutos.
Exenciones

Artículos 26 y 27

Un tema importante es el de las exenciones. El nuevo impuesto es de base amplia y las limita significativamente persiguiendo el objetivo de no perder recaudación y  lograr una alícuota de sustitución acotada. Se diferencian las exenciones objetivas - art. 26- de las subjetivas - art. 27-.

Se mantiene las exenciones que se consideran indispensables. No obstante, se reconoce que las provincias puedan ampliarlas conforme a su criterio y a las posibilidades financieras de cada una de ellas.

Facturación
Artículo 28

No se discrimina el impuesto cuando la venta, la locación o la prestación de servicio se efectúa con un consumidor final. En cambio, el impuesto se discrimina en la factura cuando la operación se realice con un inscripto. Esta metodología se aplica a los efectos de evitar la acumulación del impuesto en el precio final destinado al consumidor.

 Alícuotas

Artículo 36

Es el único artículo que se refiere a la aplicación de alícuotas y remite a  ley impositiva que anualmente fijará la alícuota general del impuesto. Además, de los montos mínimos o fijos.

Una novedad interesante es la definición de las alícuotas de retención y percepción interjurisdiccionales, que serán responsabilidad de la Comisión Arbitral o el organismo que la reemplace. Es importante destacar que el Anteproyecto contempla un Sistema Único de Percepciones, Retenciones e Información al que nos referiremos seguidamente.

5.1.4 Sistema Único de Percepciones, Retenciones e Información

El documento de trabajo fue presentado oficialmente, ante las autoridades nacionales y provinciales, en la localidad de Chapadmalal, en el año 1994. Es importante recordar que el objetivo básico y fundamental del Anteproyecto era la implementación de un Impuesto sobre los Ingresos Brutos monofásico sobre la etapa del consumo final con la mayor neutralidad posible. Sin embargo, no podemos desconocer que el cambio propuesto tenía un importante desafío que cumplir: lograr minimizar la evasión para mantener la recaudación.

Hace más de 20 años, los fiscos no contaban con el avance de las TICs (Tecnologías de la Información y las Comunicaciones) aplicadas a las administraciones tributarias. Al desplazar el impacto del tributo hacia el consumidor final y constituir como principal responsable al vendedor minorista, se atomizaba la recaudación en un número significativo de sujetos poco confiables. La tentación de obviar la facturación era mucha, ya que se evitaría el pago del nuevo impuesto y del IVA. Es por ello que era necesario crear un afianzado sistema de intermediarios confiables que colaborara con los fiscos en asegurar los recursos tributarios.

Sistema de retenciones

Serán agentes de retención aquellos consumidores finales que realicen pagos a contribuyentes. Serán nominados y su designación, tendrá carácter selectivo, a fin de evitar que el contribuyente retenido tenga saldos permanentes a favor.

Sistema de Percepciones propuesto. Tenía las siguientes características:

· Sistema no generalizado: selectivo
· Nomina a los grandes responsables
· Pueden ser productores, fabricantes y comerciantes

· En etapas anteriores a la comercialización minorista

· También se establecen percepciones en las importaciones
· Con muy pocas excepciones
Sistema de información

Los regímenes de información se establecían para aquellos casos en los que se considere inconveniente disponer de regímenes de percepción y/o retención. A estos efectos resulta indispensable contar con una clave de identificación homogénea que individualice a los contribuyentes, en todo el país.
5.1.5 Cuestiones Interjurisdiccionales

En este punto nos abocaremos a desarrollar tres temas: 

1. Nuevo Texto del Convenio Multilateral
2. Fondo Para Desequilibrios Financieros
3. Cuenta Única  Para Percepciones  Interjurisdiccionales 
Generalidades del nuevo texto del Convenio Multilateral

· Pretende normas razonables y equitativas de atribución de la base imponible interjurisdiccional
· Establece que se asignarán los ingresos a la jurisdicción donde se consumen los bienes

· Sigue pautas similares a las del Convenio Multilateral propuestas en la Reforma de Córdoba de 1988

· Los organismos de aplicación seguirán siendo la Comisión Arbitral  y la Comisión Plenaria,  con funciones similares a las actuales

· Se crea un órgano operativo interjurisdiccional, con funciones de fiscalización y recaudación 

Es importante resaltar que algunas de las propuestas resultan superadores respecto del Convenio Multilateral actualmente vigente (texto de 1977). Entre ellas destacamos la certeza en la asignación de los ingresos y la creación de un organismo interjurisdiccional, con funciones de fiscalización y recaudación, que facilitaría el cumplimiento de la obligación del contribuyente multilateral y el accionar de los fiscos locales.

Fondo Para Desequilibrios Financieros

Como lo expresamos en los puntos anteriores el Anteproyecto bajo análisis propone la implementación de un impuesto que grava al consumo  en reemplazo de otro que grava a la actividad. La consecuencia lógica del cambio del tipo de imposición es que habrá provincias ganadoras y otras perdedoras. Se favorece provincias "consumidoras", en detrimento de las "productoras. El objetivo central del Fondo es corregir eventuales desequilibrios financieros en las jurisdicciones, asegurando un nivel de ingresos no inferior al existente al momento de implementación de la Reforma.

El Fondo se abastecería de algunas percepciones interjurisdiccionales de difícil asignación que irán a una Cuenta Común Única, habilitada a estos efectos en el ámbito de la Comisión Arbitral o el organismo que jurisdicciones designen. La atribución por jurisdicción se realiza mediante la aplicación de indicadores previamente determinados.  
Cuenta Única  para las Percepciones  Interjurisdiccionales 
Estas percepciones serán depositadas en una “Cuenta Común Única” creada en un banco y administrada por la Comisión Arbitral. El monto recaudado se repartirá según porcentajes acordados previamente por las provincias. Una porción de esta recaudación alimentará el Fondo Compensador para Desequilibrios Financieros.
6.- El Anteproyecto no implementado: Algunos comentarios 
El Anteproyecto para la Sustitución del Impuesto sobre los Ingresos Brutos fue presentado oficialmente a las autoridades nacionales y provinciales en una reunión que se desarrolló, en 1994, en la localidad de Chapadmalal. Nunca llegó a implementarse. Se incumplió el  mandato del Pacto Fiscal II que en 1993 establecía que “en un plazo no mayor de tres años”, una vez superado el período de transición y habiendo logrado un mayor control de la evasión, “el Impuesto sobre los Ingresos Brutos debía ser sustituido por un impuesto general al consumo que tienda a garantizar la neutralidad tributaria y la competitividad de la economía”.
Diversas causas técnicas, políticas y económicas pueden haberse asociado para que no se arribara al objetivo perseguido. Entre 1994 y1995: se reformó la Constitución Nacional que habilitó la reelección presidencial. La región se vio impactada por la crisis económica de México. El “efecto tequila” llego a nuestro país. Se incrementó la alícuota del IVA del 18% al 21%. También entonces, se suspendió el cronograma de cumplimiento de las obligaciones tributarias del Pacto Fiscal II. Se llevaron a cabo las elecciones presidenciales en las que resultaron electos el Presidente Menen y el Dr. Duhalde, como gobernador de la Provincia de Buenos Aires y se planteó una dura lucha política en vista a las próximas elecciones del año 1999. 
Los acontecimientos que atravesaron a nuestro país en aquellos años no dejaron un campo fértil para la reforma. El cambio de un tipo tributario por otro genera incertidumbre y necesita de un escenario político/económico estable para implantarse. 

Además, surgieron otros interrogantes de importancia. Las Administraciones Tributarias de aquel tiempo: ¿podrían administrar con eficiencia el nuevo tributo? Con la recaudación dispersa y en manos de un numeroso universo de contribuyentes minoristas. Con contribuyentes medianos y grandes que dejaban de serlo para pasar a actuar como agentes de percepción. Con muchos sujetos sin “cuitificar”. Con el escaso desarrollo tecnológico disponible en aquellos años, sin contar con elementos tan rudimentarios como un simple controlador fiscal, seguramente la tarea a encarar por los fiscos hubiera sido ciclópea. 
¿Se lograría mantener con el nuevo tributo un nivel de recaudación similar al que se obtenía con el Impuesto sobre los Ingresos Brutos? El riesgo era significativo. El impuesto cuestionado tenía muchas desventajas pero una gran fortaleza: su performance recaudatoria.
Finalmente, ¿cuál sería la alícuota de sustitución necesaria para no perder recaudación? Calcularla no resultaba una tarea simple para algunos fiscos en los que el “soporte papel” era de uso generalizado. Además, la situación de las provincias no era homogénea lo que implicaba que deberían coexistir alícuotas de sustitución diferentes de imposible aplicación.
Estas y otras razones frustraron el intento de sustitución y dejaron a los contribuyentes y a los fiscos en una situación más desventajosa  que la que se trataba de corregir. Con el correr de los años el Impuesto sobre los Ingresos Brutos   fue desdibujándose y apartándose cada vez mas de su antecesor , el Impuesto a las Actividades Lucrativas.

7.- Impuesto sobre los Ingresos Brutos

Propuestas para atenuar sus efectos distorsivos en la transición hacia su posible sustitución

En los títulos anteriores respondimos a dos interrogantes: cuándo y cómo se pretendió sustituir el Impuesto sobre los Ingresos Brutos reemplazándolo por otro impuesto a los consumos menos distorsivo “para promover el empleo, la producción y el crecimiento económico armónico del país y sus regiones”
El intento fallido dejo un Impuesto sobre los Ingresos Brutos residual que dista mucho del impuesto deseado. En la actualidad, 25 años después del Pacto II, estamos discutiendo nuevamente la posibilidad de su sustitución. A la luz de los acontecimientos vividos y de la experiencia recogida en más de dos década debemos preguntarnos: ¿Es este el momento histórico para efectuar la sustitución tan preciada? Si no se pudo concretar ese objetivo antes ¿Por qué deberíamos creer que se hará ahora? 

La cuestión no se limita a la performance de un único impuesto provincial que, coincidimos, no reúne las características necesarias para liderar un sistema tributario local equitativo que impulse el crecimiento de las actividades económicas y persiga un desarrollo sostenido y sustentable. El problema es mucho más profundo y está anclado en el diseño de las relaciones fiscales entre la Nación, las provincias y sus municipios. La imposibilidad de acordar antes de diciembre de 1996 un nuevo texto del Régimen de Coparticipación Federal, en cumplimiento de la Clausula Transitoria Sexta de la Constitución Nacional, es el origen de muchos de nuestros males. 

Es un error pensar que la Ley de Coparticipación Federal de Impuestos vigente (Ley Nº 23.548) solo “coparticipa”. Es decir, considerar que solo sirve para repartir recursos que son de todos (Nación, Provincias y CABA), es una falacia. No debemos olvidarnos del “otro capítulo” de la ley convenio, de fundamental importancia para la dinámica de nuestro federalismo fiscal. Es el capítulo que contiene las “Obligaciones Emergentes del Régimen de Coparticipación” dirigido a armonizar las relaciones fiscales  entre los distintos niveles de gobierno, que permanece congelado en el tiempo atado a la modificación del reparto de recursos coparticipables, que nunca llega
.
El problema que afrontamos no se ciñe al sistema tributario. Se desarrolla en el amplio campo interdisciplinario de las Finanzas Públicas  en las que el Estado “hacedor” decide en que gastar, en concordancia con los bienes públicos que pretende ofrecer a sus habitantes. En este marco también decide qué recursos  son necesarios para el ejercicio de sus políticas públicas y de que fuentes abrevará. Somos una “república, representativa federal”. Entonces, resulta indispensable definir qué funciones cumple cada nivel de gobierno y cómo va a financiarse. Sólo dentro de este entorno podremos decidir qué impuesto a los consumos queremos para las provincias y la CABA, si es que queremos  alguno, o si resolvemos cambiarlo ampliando las fuentes tributarias propias de las provincias, conforme a la distribución de potestades tributarias establecidas en nuestra Constitución Nacional.

¿Es ahora el momento propicio para abandonar el impuesto que genera mayor recaudación para las provincias y la CABA? Para algunas jurisdicciones representa más del 70% de los recursos obtenidos por aplicación del total de los impuestos propios.   Su excelente performance recaudatoria, la facilidad  para administrarlo, la proliferación de un amplio entramado de regímenes de  retención y percepción que aseguran pagos a cuenta en la fuente hacen que sea difícil que los fiscos acepten su sustitución.

A la indiscutible ventaja que representa su efectividad recaudatoria se le contrapone un significativo elenco de desventajas y efectos no deseados que ya mencionamos y que se fueron agravando en los últimos años. El impuesto actualmente vigente dista mucho del que tuvo origen en 1948, en la Provincia de Buenos Aires, con una alícuota del 0,4% aplicada sobre los ingresos del año anterior.

Cuestionado fuertemente  en los 90 por considerarlo un impuesto distorsivo que afecta las decisiones de los agentes económicos. Es notoria su incidencia en el precio final  de las mercaderías y servicios por tratarse de un tributo plurifásico y en cascada que, al ser trasladable, termina percutiendo con mayor fuerza en los últimos eslabones de la cadena de comercialización y en los consumidores finales. Además, a la hora de exportar no permite efectuar ajustes en la frontera (reintegro) ya que se desconoce qué porción del precio es impuesto, de modo tal que en forma conjunta con el bien, se  exporta el tributo afectando la competitividad de la Argentina en los mercados del mundo. 

Como ya expresamos en los títulos anteriores, los aspectos negativos del impuesto inspiraron la suscripción del “Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento” de 1993, que pretendía lograr su sustitución. En aquel momento se analizaron varias opciones de reemplazo: un IVA provincial, un IVA “mochila”, un impuesto “bietápico” y otras. Un impuesto monofásico que gravara a las ventas en la etapa minorista, conservando el nombre de “Impuesto sobre los Ingresos Brutos”, fue el que tuvo más fuerza, al ser  una propuesta impulsada por el PEN. Sin embargo,  la sustitución no cuajó.

Sin dudas  que las acciones a encarar, en el mediano plazo, deberían conducirnos a retomar el camino perdido que nos conducía a la derogación del Impuesto sobre los Ingresos Brutos y al reemplazo por un tributo superador. Para ello habrá que comenzar por modificar las obligaciones emergentes del Régimen de Coparticipación Federal de Impuestos de la Ley Nº 23.548, para salvar al nuevo impuesto de la analogía que pudiera tipificarse respecto de otros tributos nacionales coparticipables.  

No obstante, con el objeto de favorecer el desarrollo de las actividades económicas, alentar las exportaciones, minimizar las cargas excedentes que se trasladan a los precios,  equiparar  la situación de las diversas jurisdicciones evitando guerras tributarias horizontales, dar certeza a los  contribuyentes y disminuir el grado de litigiosidad proponemos algunas acciones que podrían encararse, en el corto plazo, mientras se transita la transición hacia una  posible sustitución: Ellas son
:
· Abandonar la pretensión de gravar las actividades “onerosas”. Limitar el  hecho imponible a las actividades con “fines de lucro”, cumpliendo con lo dispuesto en la Ley de Coparticipación.

· Que la base imponible se forme con ingresos que provengan del efectivo ejercicio de la actividad gravada.

· Aceptar para la conformación de la base imponible, de algunas actividades económicas que lo justifiquen, el criterio de lo percibido en reemplazo del criterio de lo devengado 

· Otorgar a las Pymes un tratamiento especial similar al otorgado para el IVA

· Considerar las exenciones que fueron oportunamente otorgadas por aplicación del Pacto Fiscal de 1993, en tanto ninguna jurisdicción lo ha denunciado.

· Disminuir paulatinamente las alícuotas para morigerar el efecto acumulativo acercándonos al antiguo Impuesto a las Actividades Lucrativas.

· Volver al concepto de “alícuota general” tendiendo a la armonización entre las diferentes jurisdicciones. 

· Que la actividad industrial reciba el tratamiento que le corresponde y se le aplique la alícuota prevista para esa actividad sin importar el lugar de radicación, en congruencia con la jurisprudencia reciente de la CSJN. 

· Que no se alcancen con el impuesto las exportaciones de bienes y de servicios, cumpliendo con la sana interpretación que debe dársele al artículo 9º de la Ley de Coparticipación. Que la provincia de Misiones revea su posición al respecto.

· No generar contribuyentes interjurisdiccionales en base a la mera aplicación de presunciones.

· Limitar la generalización de los múltiples regímenes de recaudación y percepción existentes. Disminuir las alícuotas utilizadas para evitar recurrentes saldos a favor del contribuyente 

· Los Régimenes de Percepción de las distintas jurisdicciones deben tender a lograr una legislación uniforme, acordada por todas las jurisdicciones, que contenga como mínimo estos principios:

· Que los agentes de percepción tengan sustento territorial en la jurisdicción que los nomina

· Que los sujetos percibidos sean contribuyentes de la jurisdicción que se beneficia con la percepción

· Que los gastos de transporte o compra no generen sustento territorial para el contribuyente interjurisdiccional  

· Que se retrotraiga la situación de las percepciones a los principios que se plasmaron en la Resolución General de la Comisión Arbitral nº 61/95

· Promover acciones para que las Administraciones Tributarias accedan a:

· Crear un único organismo de recaudación de las percepciones de los contribuyentes interjurisdiccionales, dependiente de la Comisión Arbitral, que las distribuya entre los fiscos según coeficientes pre- establecidos, para evitar superposiciones y saldos a favor

· Establecer un “Comité de Administración para el padrón de agentes de percepción y sujetos percibidos”  

· Que se derogue la RG (CA) Nº 13/2016 que autoriza a las jurisdicciones a aplicar alícuotas diferentes para las percepciones, que se realizan en Aduana, sobre las importaciones definitivas al momento de su nacionalización. Es un retroceso en el camino hacia la armonización interjurisdicional.

· Que la Comisión Arbitral se declare competente  cuando las percepciones no estén “en consonancia con los propósitos que inspiraron el Convenio Multilateral y la recta operatividad del mismo”, según lo expresa en sus Resoluciones Generales.

· Derogar las “Retenciones Bancarias” que se efectúan sobre cualquier crédito que se produzca en las cuentas bancarias del sujeto y que se encuentran escindidas del hecho imponible: “desarrollo de la actividad”

· De no lograrse la derogación de las “Retenciones Bancarias”:

· Reducir este tipo de “recaudación compulsiva” a su mínima expresión 

· Disminuir la alícuota de recaudación para evitar recurrentes saldos a favor del “sujeto retenido”

· Acotar el padrón de sujetos retenidos a los que realmente sean contribuyentes del impuesto

· Mantener el “Comité de Administración Padrón SIRCREB”

· Publicar los métodos utilizados para seleccionar sujeto retenido 

· Formalizar un procedimiento  de impugnación:

· de la inclusión en el padrón

· del monto retenido y/o su distribución

· Formalizar un procedimiento sumario  de información de operaciones no sujetas a retención bancaria (venta de bienes de uso, transferencias del exterior, préstamos, etc.)
· Eliminar el concepto de “perfil de riesgo”, que aumenta significativamente la alícuota de los regímenes de recaudación de los sujetos que no se inscriben en una determinada jurisdicción, porque consideran que no son contribuyentes de la misma, convirtiéndose en una sanción impropia

· Acordar con la Comisión Arbitral para que avance en el dictado de Resoluciones Generales  Interpretativas, imprescindibles para la correcta aplicación del Convenio Multilateral, tendientes a evitar litigios

· Formalizar el efecto suspensivo “no reglado” respecto de las actuaciones ante la Comisión Arbitral,  tanto para la ejecución fiscal como para la acción de repetición

· Lograr la aplicación efectiva del Protocolo Adicional (en desuso desde 1983) para que el contribuyente multilateral no deba abonar el mismo impuesto varias veces en fiscos diferentes

· Que se aplique el Protocolo Adicional en forma automática para los contribuyentes que efectuaron en tiempo la presentación de la DDJJ anual CM05, exteriorizando el  coeficiente unificado, sin que ese coeficiente haya sido objeto de cuestionamiento por parte del fisco por dos años consecutivos o tres alternados

· Que se implementen otros mecanismos de resolución alternativa de los conflictos emanados de la aplicación del Convenio Multilateral, en el que participen terceros independientes especialistas en resolución de conflictos y en materia tributaria

· Dotar de fuerza de ejecutoriedad a las decisiones de las Comisiones Arbitral y Plenaria previendo una sanción para las jurisdicciones que no las cumplan

PALABRAS FINALES
Recientemente el Presidente de la Nación ha declarado públicamente: “Las pymes y las empresas no dan más con los impuestos que se crearon en los últimos 15 años. Van en contra de desarrollarse, de respirar. Son como una mochila que nos está hundiendo". 
Nos encontramos transitando los prolegómenos de una reforma tributaria a nivel nacional. También se están revisando los impuestos provinciales y municipales. Hay consenso en que debe arribarse a un sistema tributario más equitativo que aliente las inversiones y que impulse el desarrollo de las actividades económicas. Sin embargo, no existe opinión unánime respecto de las modificaciones a implementar, no todos están convencidos que las reformas esperadas puedan realizarse con éxito mientras atravesamos el déficit fiscal, ni si es conveniente que se apliquen en forma inmediata o  sería preferible la gradualidad.

En este escenario ha reverdecido la idea de sustituir el impuesto que mayor recaudación propia proporciona a las provincias y a la CABA: el Impuesto sobre los Ingresos Brutos. El intento abolicionista no es nuevo. Hace más de 25 años que estamos estudiando su sustitución. Todos reconocemos que el tributo reúne múltiples características que lo hacen cuestionable. Sin embargo, todos coincidimos que será difícil encontrar otro impuesto, fácil de administrar, que favorezca tanto a los fiscos.

Se barajaron múltiples opciones para el cambio. Comentamos brevemente algunas de ellas. Diferentes tipos de IVAs provinciales: IVA origen, IVA destino, IVA compartido, Sistemas de IVAs. Impuesto bietápico a las Ventas Mayoristas- Minoristas, etcétera.  
También se formalizó la necesidad del cambio. El 12 de agosto de 1993 el Presidente de la Nación y los Gobernadores suscribieron el denominado: “Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento” (Pacto Fiscal II). El fin perseguido era acordar: “la adopción de políticas uniformes que armonicen y posibiliten el logro de la finalidad común de crecimiento de la economía nacional y de reactivación de las economías regionales”. Para arribar a esos logros las provincias y la Nación asumieron determinados compromisos. Las provincias debían disminuir la carga tributaria, implementando derogaciones, modificaciones y exenciones en sus impuestos propios, que debían completarse antes del 30 de junio de 1995. 

Como colofón, el Pacto Fiscal II estableció que en un plazo no mayor a tres años a partir de la firma del acuerdo,  una vez superado el período de transición y con un mayor control sobre la evasión, el Impuesto sobre los Ingresos Brutos debía ser sustituido por un impuesto general al consumo más neutral, que favoreciera la competitividad de la economía.
Para cumplir con la sustitución establecida, el Poder Ejecutivo Nacional (PEN) elaboró un: “Anteproyecto de Modificación del Impuesto sobre los Ingresos Brutos”. Se prefirió mantener el nombre del impuesto (Ingresos Brutos) para favorecer la aceptación de los fiscos y los contribuyentes, no generar desconfianza colectiva ante la aparición de un nuevo impuesto y evitar lagunas, imprecisiones o redundancias legislativas. Es decir, que la idea fue “ennoblecer” al impuesto existente,  adaptando el hecho imponible para eliminar los efectos indeseados.

Durante el desarrollo de este trabajo pusimos énfasis en detallar los aspectos relevantes del Anteproyecto. Recorrimos sus contornos e hicimos notar que el documento elaborado por el grupo de tributaristas, dependiente del PEN, aborda con detalle los elementos del nuevo tributo profundizando en el análisis de la técnica tributaria y de sus efectos económicos: han redactado el texto completo de la ley. Recorre legislación y experiencias internacionales. Crea institutos de imprescindible aplicación. Contempla la cuestión interjurisdiccional y los posibles desequilibrios financieros que conlleva la reforma, proponiendo soluciones. Se refiere a las funciones que deben cumplir las administraciones tributarias involucradas, etcétera. En conclusión, y con independencia de las adhesiones que pueda lograr en los sectores académicos, técnicos y políticos,  es una propuesta de viable implementación.

Sin embargo, el cambio propuesto nunca  se consumó. El Pacto Fiscal II, poco después de su ratificación, sufrió un duro revés. El “efecto tequila”, que impactó en las finanzas públicas argentinas hacia fines de 1994, obligó a suspender por un año el cumplimiento de las obligaciones tributarias a cargo de las provincias comprometidas en el Pacto, que se hallaban pendientes de implementación. Abandonado el régimen de convertibilidad a principios de 2002, muchas jurisdicciones volvieron a gravar aquellas actividades o materias que habían declarado exentas o con “alícuota cero”. Ello ha producido un “mapa asimétrico” de cumplimiento de las obligaciones tributarias a cargo de las provincias, lo cual ha dado lugar a reclamos de los contribuyentes en sedes administrativa y judicial. Además, se generalizaron en forma desmedida los regímenes de percepción y luego se implementaron las retenciones sobre los créditos bancarios, cuestionadas desde diversos sectores. En conclusión, el Impuesto sobre los Ingresos Brutos “residual” que quedó como consecuencia del “Pacto Incumplido” es, quizás, más distorsivo que la versión anterior que se trataba de mejorar.   

La cuestión no se limita a la performance de un único impuesto provincial que, coincidimos, no reúne las características necesarias para liderar un sistema tributario local equitativo que impulse el crecimiento de las actividades económicas y persiga un desarrollo sostenido y sustentable. El problema es mucho más profundo y está anclado en el diseño de las relaciones fiscales entre la Nación, las provincias y sus municipios. La imposibilidad de acordar antes de diciembre de 1996 un nuevo texto del Régimen de Coparticipación Federal, en cumplimiento de la Clausula Transitoria Sexta de la Constitución Nacional, es el origen de muchos de nuestros males.
Sin dudas  que las acciones a encarar, en el mediano plazo, deberían conducirnos a retomar el camino perdido que nos guiaba a la derogación del Impuesto sobre los Ingresos Brutos y al reemplazo por un tributo superador. Para ello habrá que comenzar por modificar las obligaciones emergentes del Régimen de Coparticipación Federal de Impuestos de la Ley Nº 23.548, para salvar al nuevo impuesto de la analogía que pudiera tipificarse respecto de otros tributos nacionales coparticipables
Sin embargo, a la luz de los acontecimientos vividos y de la experiencia recogida en más de dos década debemos preguntarnos: ¿Es este el momento histórico para efectuar la sustitución tan preciada? Si no se pudo concretar ese objetivo antes ¿Por qué deberíamos creer que se hará ahora? ¿Cuánto tiempo pasará antes de tener un nuevo impuesto a los consumos más neutral?  
Debemos reconocer que el impuesto actualmente vigente dista mucho del que tuvo origen en 1948, en la Provincia de Buenos Aires, con una alícuota del 0,4% aplicada sobre los ingresos del año anterior.

Entonces, entendemos, que con el objeto de favorecer el desarrollo de las actividades económicas, alentar las exportaciones, minimizar las cargas excedentes que se trasladan a los precios,  equiparar  la situación de las diversas jurisdicciones evitando guerras tributarias horizontales, dar certeza a los  contribuyentes y disminuir el grado de litigiosidad deberíamos recorrer un camino que nos conduzca a “HONRAR” el impuesto que tenemos, desbrozándolo de los múltiples injertos y parches que se establecieron con el correr de los años. 

Es por ello que dedicamos una parte sustancial del documento para enunciar (en viñetas) una lista de  25 acciones que, según nuestro criterio,  podrían encarase en el corto plazo para mejorar la situación que nos aqueja, mientras continuamos recorriendo el periodo de transición hacia la  posible sustitución del Impuesto sobre los Ingresos Brutos.

� Miembro de la Comisión de Estudios de las Finanzas Públicas del Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Ciudad de Buenos Aires.


� Miembro de la Comisión de Estudios de las Finanzas Públicas del Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Ciudad de Buenos Aires.


�   Afirmación vertida por el Presidente de la Nación  durante una entrevista que concedió, el 15 de julio de 2017, a radio Mitre. El comentario se reprodujo en diversos medios periodísticos. (Fuente : http://www.losandes.com.ar/article/macri-reclamo-apoyo-para-la-reforma-tributaria-los-impuestos-son-una-mochila-que-nos-esta-hundiendo) 


� Para ampliar se puede consultar: “Bases y Lineamientos Generales para una Futura Reforma Tributaria”. Editorial EDICON- Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Ciudad de Buenos Aires-


� Idem 1


� Publicada en el Boletín Oficial del 22-jul-2016   


� La Comisión Bicameral para la Reforma Tributaria se constituyó el 25 de abril de 2017


� La Comisión está facultada para solicitar al Poder Ejecutivo nacional, a través del Jefe de Gabinete de Ministros y/o del Ministro de Hacienda y Finanzas Públicas, y a los organismos de regulación y/o control competentes toda información que contribuya al logro de sus objetivos.  Asimismo, podrá instrumentar los mecanismos necesarios que aseguren la participación de universidades, academias, organizaciones sociales, y solicitar la colaboración y asesoramiento de personas, instituciones y organismos especializados en la materia objeto de tratamiento (artículo 80)


� En este punto se extractan algunos aspectos vertidos en el documento titulado: “Impacto e implicancias de una eventual sustitución del Impuesto sobre los Ingresos Brutos por un IVA Provincial”. Autores: Di Mascio, Miguel; Balbo, Elvira; Cavalli, César. Resolución Pres. Nº 493/15, Consejo Profesional de Ciencias Económicas CABA. EDICON. Año 2016.


� En el documento mencionado en la referencia 6) también se abordan otros tipos tributarios tales como: IVA Origen Puro; IVA Origen Modificado; IVA Origen Restringido; IVA Hibrido Origen- Destino; IVA Destino Pago Diferido; IVA Prepago; IVA Integrado Viable (VIVAT o "Viable Integrated" VAT); IVA Dual;  IVA "Partilhado" ("Barquinho" o "Little Boat" Model); IVA Compensatorio.


� “Reconsiderando la pregunta: ¿Es el IVA Subnacional la alternativa preferible?”. Horacio L. P. Piffano. Universidad Nacional de La Plata (Argentina).  Abril de 2003. Disponible en Internet.


� Oscar LIBONATTI; Mario SALINARDI (Convenio Univ. Nacional de la Plata y Ministerio de Economía de la Provincia de Buenos Aires).


�   En este punto se desarrollará un breve resumen basado en el trabajo titulado: “Cómo alcanzar un adecuado federalismo fiscal en la República Argentina” Autores: Ricardo FENOCHIETTO (UBA) y Carola PESSINO (Universidad Torcuato Di Tella) - Sexto Seminario Internacional sobre Federalismo Fiscal -l 26 de noviembre de 2001- Pilar, Buenos Aires, Argentina


� Según Piffano, H. (2003): La propuesta fue elaborada por un equipo de tributaristas contratados por el PNUD para la Provincias de Buenos Aires (Proyecto ARG/93/009) Gómez Sabaini, J. C. y Gaggero, J. (1997).


� El “Pacto Fiscal II” subsumió las obligaciones de su antecesor, el “Pacto Fiscal I”, del 12 de agosto de 1992.


� Para ampliar ver “Cumplimiento Asimétrico del Pacto Fiscal” – Autor: Aníbal Oscar Bertea -; Presentado en las Jornadas Internacionales de Finanzas Públicas (Córdoba, 2010). Disponible en: � HYPERLINK "http://www.federalismofiscal.com" �www.federalismofiscal.com� 


� Grupo de Trabajo formado por funcionarios de la Secretaría de Relaciones con Provincias. Ministerio del Interior. PEN (1993/94) 


� Extraído del Documento de Trabajo titulado “Las modificaciones al Impuesto sobre los Ingresos Brutos en el marco del Pacto Fiscal II”. Autor: Aníbal Oscar Bertea (2002)


� Texto no vigente al no haberse logrado su aceptación por unanimidad de los fiscos suscriptores.


� De la Autora: Las “Otras Obligaciones” emergentes de la Coparticipación: Un abordaje de su ineludible revisión. 43º Jornadas Internacionales de Finanzas Públicas. Universidad Nacional de Córdoba - 2010-


� Los puntos detallados han sido propuestos por la autora en su exposición como panelista de las “II Jornadas de los Tribunales Fiscales Locales”, que se desarrollaron el Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, el 15 de junio de 2017. 
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